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1.- VISTOS  

Corresponde a la Sala desatar el recurso de apelación interpuesto por el procesado LEONARDO RAMÍREZ GUERRERO, contra la sentencia condenatoria proferida por el Juzgado Quinto Penal del Circuito de Pereira, el dieciséis (16) de octubre de 2007, al encontrarlo autor responsable de la conducta punible de Porte de estupefacientes.

2.- HECHOS 

La génesis del proceso que ahora concita nuestra atención la constituye el informe policivo fechado el quince (15) de junio de 2003, por medio del cual se dejó a disposición de la Fiscalía al señor LEONARDO RAMÍREZ GUERRERO, de quien se dijo que por labores de inteligencia y seguimiento se pudo constatar que se encontraba expendiendo marihuana en el establecimiento de su propiedad denominado “Billares el Tornillo”, ubicado en la Carrera 13 No. 5-02 del municipio de Marsella (Rda.).
El citado ciudadano fue objeto de una requisa y se encontró en su poder sustancia vegetal con un peso aproximado de treinta (30) gramos, listos para el expendio y la suma de $14.700 producto de la venta. 

3.- IDENTIDAD 

Se trata de LEONARDO RAMÍREZ GUERRERO, hijo de Leonel y Aracelly, natural de Pereira (Rda.) donde nació el trece (13) de julio de 1973, residente en el Barrio Buenos Aires de Marsella (Rda.) sin más datos, de estado civil soltero, portador de la cédula de ciudadanía No. 9’817.985 expedida en Marsella (Rda.), analfabeto y de ocupación agricultor .

4.- CARGOS

Como quiera que durante la diligencia de inquirir el versionado manifestó su deseo de acogerse a la sentencia anticipada, en el mes de septiembre de 2005 se intentó localizarlo para realizar la audiencia de formulación de cargos; sin embargo, ello no fue posible dada la ambigüedad de la dirección por él suministrada.
Por consiguiente, la Fiscalía Diez Delegada ante los señores Jueces Penales del Circuito profirió Resolución de Acusación
 en su contra, como presunto autor material de una conducta descrita como punible en el artículo 376 del Código Penal; para lo cual se fundamentó entre otras, en la aprehensión portando el estupefaciente. No obstante, estimó que no había mérito para acolitar la versión que hablaba de expendio y se limitó a endilgarle el simple porte del vegetal prohibido para su propio consumo dado que había admitido la adicción.
5.- FALLO
 

El señor juez de la causa, previo recuento de la intervención de los sujetos procesales durante el desarrollo de la audiencia pública, donde por parte de la Fiscalía se solicitó el proferimiento de un fallo condenatorio en tanto la defensa abogó por la concesión del subrogado de la suspensión condicional de la ejecución de la pena, se decidió por la condena con estribo en: (i) la captura en flagrancia mientras el procesado portaba el estupefaciente; (ii) el dictamen del laboratorio que daba cuenta de tratarse de marihuana; (iii) la inspección judicial que reflejó el peso de 22.43 gramos de la sustancia; y (iv) la confesión efectuada por el sindicado.
Consecuente con ello, impuso la cantidad mínima de pena considerada para el delito de Porte de estupefacientes, es decir, cuatro años de prisión, multa de dos salarios mínimos legales mensuales vigentes y la accesoria de inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones públicas por el mismo lapso de la pena privativa de la libertad. Por razón del monto punitivo, negó la suspensión condicional de la ejecución de la pena, pero concedió la prisión domiciliaria garantizada con caución juratoria, debido a que podía acceder a la figura al ser la pena mínima prevista en la ley inferior a cinco años de prisión y además se sabía que el desempeño personal, laboral, familiar y social del procesado, permitía colegir que no pondría en peligro a la comunidad y que no evadirá el cumplimiento de la pena. No impuso condena alguna por concepto de perjuicios. 
6.- RECURSO

La censura proviene del sentenciado quien informa que hace cuatro años lo sorprendieron con 22 gramos de marihuana que tenía para su consumo. Informa que desde hace dos años tiene un hogar conformado por su esposa y una hija. Sostiene que tomó la vía más correcta y se alejó de toda clase de vicios, como el de la droga.

Justifica la no comparecencia al proceso, en el hecho de haber tenido que irse a trabajar a un sitio lejano donde perdió toda clase de comunicación, y culmina solicitando que se archive su caso dado que a la hora de ahora es una persona totalmente cambiada y esto lo está perjudicando. 
7.- MOTIVACIÓN

Por competencia funcional asumirá la Sala el conocimiento del presente asunto, en atención al recurso presentado por una parte habilitada para hacerlo y por no observarse transgresión alguna al rito procesal o a las garantías fundamentales de los sujetos procesales que nos obliguen a tomar una determinación invalidante.

Lo primero que debe advertir la Sala en el presente asunto, es el desfasado lapso que transcurrió desde el momento en que se tuvo conocimiento de la aprehensión en flagrancia del señor LEONARDO RAMÍREZ GUERRERO y se le escuchó en indagatoria, con aquél en que se intentó localizarlo por parte de la Fiscalía para materializar el acogimiento a los cargos que hiciera durante su injurada, a través de la respectiva diligencia de formulación de cargos con fines de sentencia anticipada. Como se sabe, para ese tardío momento fue imposible ubicarlo y, por consiguiente, se hizo necesario continuar el rito procesal con el cierre de la investigación, la calificación del mérito del sumario con resolución de acusación y finiquitar la etapa del juicio con un fallo de condena. 
A ello debe sumarse que mientras se presentó la inercia procesal para definir su caso, es muy probable tal como lo sostiene el sentenciado, que se hayan producido sustanciales cambios en su vida, como quiera que cuando rindió la indagatoria era persona soltera, pero ahora, afirma tener un hogar debidamente conformado y ser el padre de una niña. Pero además, no se tiene conocimiento que le figure ninguna otra investigación penal y por tanto, no es descabellado pensar que el señor RAMÍREZ GUERRERO de verdad dio un giro a su existencia, se dedicó a actividades productivas y a acatar las normas que permiten la armónica convivencia de los conciudadanos, como lo asegura.
Frente a ese panorama, no es acertado sorprenderlo en este momento, casi cinco años después de ocurridos los hechos, con una sentencia condenatoria que le niega el beneficio liberatorio pero le permite purgar la pena en su propio domicilio, lo que de todas formas constituye una limitación de su derecho de locomoción en aras de proveer el sustento que él y su grupo familiar demandan, máxime si se repara en que el entonces indiciado colaboró con la administración de justicia confesando su autoría en el hecho investigado -muy a pesar de haber sido capturado en flagrancia- tal como lo destacó el señor juez de  primer grado y desde la primera salida procesal manifestó su deseo de terminar el proceso acogiéndose a la sentencia anticipada, situación que no aconteció por razones ajenas a su voluntad. 

En efecto, mírese que desde el mismo diecisiete (17) de junio de 2003, cuando LEONARDO RAMÍREZ GUERRERO fue escuchado en diligencia de indagatoria
, narró en forma clara y detallada las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que se produjo su captura por parte de los policiales, muy a pesar de haber negado que la sustancia vegetal incautada la tuviera para el expendio  -tesis que finalmente fue aceptada  por la Fiscalía al proferir la resolución de acusación- y que el dinero que le encontraron era el producto de esa venta y, por el contrario, eran los remanentes de lo que le habían cancelado por la realización de labores agrícolas. 
Se itera entonces, la confesión y la intención de acogerse a la sentencia anticipada, se materializaron en la diligencia de inquirir, y luego de ello solamente hubo algún despliegue probatorio consistente en la obligada ratificación del informe policivo que hicieran los dos uniformados que realizaron el operativo señalado; escaso pero contundente acervo que fue el finalmente utilizado por el fallador de primer grado para edificar el fallo condenatorio que se imponía en el presente evento. Indica ello, que la actitud procesal desplegada por el ahora sentenciado estuvo indudablemente dirigida a evitar un innecesario desgaste del aparato judicial.  
Debemos confrontar ese proceder con los presupuestos normativos que regulan la terminación antelada del proceso, tal como se aprecia en el dispositivo pertinente:

Art. 40.- “A partir de la diligencia de indagatoria y hasta antes de que quede ejecutoriada la resolución de cierre de la investigación, el procesado podrá solicitar, por una sola vez, que se dicte sentencia anticipada (…)” -negrillas excluidas del texto- 

En  esas condiciones, se hace indispensable analizar si la confesión por él realizada en esa primera diligencia y la manifestación de acogimiento a la sentencia anticipada, pueden tener la fuerza jurídica suficiente para  morigerar en algo la condena que se le ha impuesto, para lo cual se entrará a determinar (i) si es procedente acoger la manifestación de sentencia anticipada hecha por el procesado, y (ii) si es posible aplicar por favorabilidad el descuento de pena consagrado en el nuevo esquema de enjuiciamiento penal en virtud de que ese acogimiento a los cargos se produjo en la etapa instructiva y mucho antes de que se profiriera la resolución que declaró cerrada la investigación.
Por supuesto que la forma en que encaró el asunto el señor RAMÍREZ GUERRERO al asumir el compromiso que le asistía en la comisión de la conducta punible, no puede ser demeritada por un asunto de forma, en tanto no fue posible realizar una audiencia específicamente destinada a que se reiterara lo que ya se había manifestado al aceptar su autoría en la realización del delito y el anuncio de desprenderse de la presunción de inocencia que lo acompañaba, para que se emitiera el fallo condenatorio consecuente con esa forma de actuar. 
Se impone por tanto, en este particular asunto, dar cumplimiento a la preceptiva constitucional contenida en su artículo 228 que privilegia la sustancia sobre el trámite en los procesos judiciales. Y en esos términos, es dable concluir que el procesado es acreedor a la consecuente rebaja de pena establecida en el artículo 40 del C.P.P de 2004 ya citado, bajo el presupuesto de su tardía citación para hacer efectiva el acta de formulación de cargos con fines de allanamiento, no obstante que él había hecho expresa su voluntad en tal sentido desde los albores de la investigación. 
Lo que sigue ahora es establecer a cuánto puede ascender ese descuento, como quiera que, según lo observado, la petición de acceder a los beneficios punitivos por petición de sentencia anticipada se hizo en la primera y única salida procesal del involucrado -entiéndase indagatoria-.
Como bien lo dejó esclarecido la Corte Constitucional en Sentencia T-091 de 2006, mientras más retirada la petición de ese primer momento menor será la posibilidad de descuento, posición que se concreta de la siguiente manera: 
“Ello no obsta para que una visión sistemática y de conjunto de los tres niveles de descuento, permita establecer que los extremos inferiores de los rangos están determinados por el límite superior previsto para el descuento aplicable en la fase subsiguiente en que éste procede, es decir que se encuentran recíprocamente delimitados, así: (i) El allanamiento en la audiencia de formulación de imputación amerita un descuento de una tercera parte, “hasta la mitad” de la pena. (ii) El allanamiento que se produzca en la audiencia preparatoria genera un descuento de una sexta parte, “hasta la tercera parte de la pena”. (iii) El allanamiento producido al inicio del juicio oral, origina un descuento de “la tercera parte” de la pena. En este caso el legislador previó un descuento fijo”
Así las cosas, y en aplicación de lo allí dilucidado, podemos decir que la rebaja a la que se tiene derecho no debe ser la del 50%, máximo descuento estatuido para el acogimiento presentado en esa primera fase, habida consideración de la captura en flagrancia, elemento que hacía más expedido el camino para una sentencia condenatoria, pero tampoco inferior a la tercera parte que contempla la Ley 906 de 2004 para las aceptaciones surgidas en la siguiente oportunidad procesal contemplada en la nueva codificación procedimental penal. Por tanto, estima la Sala, lo procedente será fijar un descuento del 40% de la pena y este será el porcentaje que el Tribunal reconocerá a favor del justiciable. 

En conclusión, al haber sido condenado el señor RAMÍREZ GUERRERO a la pena principal de cuatro (04) años o cuarenta y ocho (48) meses de prisión, sin descuento alguno que compensara su actitud procesal, la sanción que en definitiva corresponde en acatamiento a lo indicado en precedencia, es la de veintiocho (28) meses y veinticuatro (24) días de prisión. En igual término quedará reducida la accesoria de inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones pública.

Con ese guarismo punitivo, se hace obligado estudiar lo concerniente con la suspensión condicional de la ejecución de la pena, figura sobre la cual se dirá que se le concederá al sentenciado, toda vez que se reúnen los requisitos contemplados en el nomenclado 63 del catálogo de las penas, al ser la pena impuesta inferior a los tres años de prisión y que además se trata de un delito que de conformidad con los cargos formulados y aceptados, se queda en el campo de la autolesión, dado que se informó que el estupefaciente incautado, que valga la pena decir no superó en mucho la dosis personal para el caso de marihuana -el peso neto fue de 22.4 gramos- se tenía para el consumo personal. Pero además, se trata de delincuente primario, persona dedicada a las actividades del campo y quien presentó dificultades en su desarrollo cognoscitivo, que bien merece que se le brinde la oportunidad para que en el seno de la familia que ahora tiene conformada, recapacite sobre lo que fue su accionar pasado y se siga proyectando como se presume lo ha sido en estos años, como una persona útil a la sociedad y cumplidora del ordenamiento jurídico que impera en nuestro país.

El período de prueba que se le impone será de dos (02) años y para garantizar el cumplimiento de las obligaciones, se le exigirá caución juratoria.
En ese orden de ideas, se confirmará la sentencia condenatoria apelada, pero se modificará en los términos anteladamente anotados.    
8.- DECISIÓN
En mérito de lo expuesto, la Sala Penal del Tribunal Superior de Pereira (Rda.), administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,
RESUELVE: 

PRIMERO: Se CONFIRMA PARCIALMENTE la sentencia condenatoria proferida por el Juzgado Quinto Penal del Circuito de Pereira, la que se MODIFICA en el sentido de imponer como pena aflictiva de la libertad la de veintiocho (28) meses y veinticuatro (24) días de prisión. En igual término queda reducida la accesoria de inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones públicas.
SEGUNDO: Se le concede al señor LEONARDO RAMÍREZ GUERRERO la suspensión condicional de la ejecución de la pena, con un período de prueba de dos años. El cumplimiento de las obligaciones inherentes al mismo, será garantizado mediante caución juratoria. 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

        LEONEL ROGELES MORENO

IVANOV ARTEAGA GUZMÁN

El Secretario de la Sala,

WILSON FREDY LÓPEZ

� Cfr. Fl. 42.


� Cfr. Fl. 60.


� Fl. 33 C.O.
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